
34		 DIARIO OFICIAL
Edición 49.193

Miércoles, 25 de junio de 2014

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre la República de Colombia y Japón para la 

Liberalización, Promoción y Protección de Inversión”, suscrito en Tokio, Japón, el 12 de 
septiembre de 2011.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el 
“Acuerdo entre la República de Colombia y Japón para la Liberalización, Promoción y 
Protección de Inversión”, suscrito en Tokio, Japón, el 12 de septiembre de 2011, que por 
el artículo 1° de esta ley que se aprueba, obligará a la República de Colombia a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de Relaciones Exte-

riores y el Ministro de Comercio, Industria y Turismo.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín Cuéllar.
El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

Sergio Díaz-Granados Guida.

LEY 424 DE 1998 

(enero 13) 

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales suscritos por 
 Colombia. 

El Congreso de Colombia 
DECRETA: 

Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará anualmente a 
las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y Cámara, y dentro de los 
primeros treinta días calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de 
julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los 
Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados. 

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de ejecutar los Trata-
dos Internacionales de su competencia y requerir la reciprocidad en los mismos, trasladará 
la información pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones 
Segundas. 

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley se incorporará como anexo a todos 
y cada uno de los Convenios Internacionales que el Ministerio de Relaciones Exteriores 
presente a consideración del Congreso. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Diego Vivas Tafur.
REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998. 

ERNESTO SAMPER PIZANO 
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

María Emma Mejía Vélez.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., 19 de julio de 2012.
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso de la República para 

los efectos constitucionales.
(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre la República de Colombia y Japón para la 

Liberalización, Promoción y Protección de Inversión”, suscrito en Tokio, Japón, el 12 de 
septiembre de 2011.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el 
“Acuerdo entre la República de Colombia y Japón para la Liberalización, Promoción y 
Protección de Inversión”, suscrito en Tokio, Japón, el 12 de septiembre de 2011, que por 
el artículo 1° de esta ley que se aprueba, obligará a la República de Colombia a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Fernando Cristo Bustos.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Hernán Penagos Giraldo.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 de 

la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., 25 de junio de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín Cuéllar.
El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

Santiago Rojas Arroyo.

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Decretos

DECRETO NÚMERO 1150 DE 2014
(junio 24)

por el cual se modifica el artículo 18 del Decreto 2080 de 2000.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las que confieren los numerales 11 y 25 del artículo 189 de la Cons-
titución Política, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 9ª de 1991 y en 
el artículo 59 de la Ley 31 de 1992,

CONSIDERANDO:
Que los artículos 65 y 66 de la Ley 1328 de 2009 modificaron el Estatuto Orgánico 

del Sistema Financiero, con el fin de autorizar el establecimiento en el país de sucursales 
de bancos y compañías de seguros del exterior y la prestación de servicios financieros por 
parte de estas sucursales en el territorio nacional.

Que corresponde al Gobierno nacional definir el régimen general de la inversión de 
capitales del exterior en el país y señalar las modalidades, destinación, y condiciones ge-
nerales de esas inversiones.

DECRETA:
Artículo 1°. Modifícase el artículo 18 del Decreto 2080 de 2000, el cual quedará así:
“Artículo 18. Participación extranjera. Los inversionistas de capital del exterior podrán 

participar en el capital de las instituciones financieras, suscribiendo o adquiriendo acciones, 
bonos obligatoriamente convertibles en acciones, o aportes sociales de carácter cooperativo, 
en cualquier proporción.

Igualmente, los bancos y compañías de seguros del exterior podrán realizar aportes 
iniciales o subsiguientes al capital asignado de las sucursales que constituyan en Colombia 
de conformidad con las normas aplicables, en especial, el Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero y el Decreto 2555 de 2010. En todo caso, en dichas sucursales no habrá lugar a 
realizar aportes de capital por vía de la cuenta de inversión suplementaria al capital asignado.

El registro de las inversiones de capital del exterior en el sector financiero sólo podrá 
hacerse una vez se obtengan las autorizaciones de la Superintendencia Financiera de Colom-
bia para la constitución u organización y/o adquisición de acciones de cualquier institución 
financiera, conforme a lo previsto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y demás 
disposiciones que lo modifiquen.”.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 
modifica el artículo 18 del Decreto 2080 de 2000.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 24 de junio de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

Ministerio de Defensa Nacional

Decretos

DECRETO NÚMERO 1157 DE 2014
(junio 24)

por el cual se fija el régimen de asignación de retiro a un personal de la Policía Nacional 
y de pensión de invalidez para el personal uniformado de la fuerza pública.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales y legales, en especial las que le confiere la Ley 923 de 2004,
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CONSIDERANDO:
Que la Ley 923 de 2004, mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que 

deberá observar el Gobierno nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación 
de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 
150 numeral 19, literal e) de la Constitución Política, determinó que el Gobierno nacional 
fijaría el régimen de pensión y asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública.

Que para la fijación del régimen de asignación de retiro de los Oficiales, Suboficiales 
y Agentes de la Policía Nacional que ingresaron a la institución antes del 31 de diciembre 
de 2004, así como para la del régimen pensional por invalidez de los miembros de las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional se tendrán en cuenta los principios de eficiencia, 
universalidad, igualdad, equidad, responsabilidad financiera, intangibilidad y solidaridad.

Que a los miembros de la Policía Nacional, que se encontraban en servicio activo al 
momento de la expedición de la Ley 923 de 2004, no se les exigirá como requisito para 
acceder a la asignación de retiro un tiempo de servicio superior al establecido por las dis-
posiciones que se encontraban vigentes.

Que los Agentes, Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que se encontraban 
amparados por los Decretos 1212 y 1213 de 1990, que acreditaban 15 años de servicio para 
la entrada en vigencia del Decreto 4433 de 2004, no se circunscriben únicamente a conservar 
el mismo tiempo de servicio exigido, sino que incluye la referencia de las causales de retiro 
previstas al momento de su vinculación.

Que de conformidad con los elementos mínimos que deben ser tenidos en cuenta para 
la expedición del régimen de pensión de invalidez y su sustitución, es necesario tener en 
cuenta el numeral 3.5 del artículo 3° de la Ley 923 de 2004, el cual prevé que “En todo 
caso no se podrá establecer como requisito para acceder al derecho, una disminución de 
la capacidad laboral inferior al cincuenta por ciento (50%) y el monto de la pensión en 
ningún caso será menor al cincuenta por ciento (50%) de las partidas computables para 
la asignación de retiro...”.

Que es necesario fijar el régimen de pensión de invalidez, en el porcentaje mínimo que 
constituirá la base de liquidación para el personal de Oficiales, Suboficiales, personal del 
Nivel Ejecutivo, Agentes y personal vinculado a la prestación del servicio militar obligatorio 
en la Policía Nacional, teniendo como punto inicial un cincuenta por ciento (50%) de las 
partidas computables que en cada caso corresponda, liquidada a partir de una disminución 
de la capacidad laboral igual o superior al cincuenta por ciento (50%) otorgada por las au-
toridades médico-laborales y que sea inferior al setenta y cinco por ciento (75%), cualquiera 
sea la calificación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en que se adquirió la lesión.

Que la asignación de retiro y la pensión de invalidez a que se refiere el presente decreto 
se liquidarán, según corresponda en cada caso, con sujeción a las partidas establecidas en 
los artículos 23 del Decreto 4433 de 2004 y 3° del Decreto 1858 de 2012, respectivamente.

DECRETA:
Artículo 1°. Asignación de retiro para el personal de oficiales, suboficiales y agentes 

de la Policía Nacional en actividad. Fíjese el régimen de asignación mensual de retiro para 
el personal de Oficiales, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, escalafonados con 
anterioridad al 31 de diciembre de 2004, los cuales tendrán derecho cuando sean retirados 
del servicio activo después de quince (15) años de servicio, por llamamiento a calificar 
servicios, por disminución de la capacidad sicofísica, por voluntad del Gobierno o de la 
Dirección General de la Policía Nacional, según corresponda, y los que se retiren a solici-
tud propia, o sean separados en forma absoluta, con más de veinte (20) años de servicio, 
tendrán derecho a partir de la fecha en que se terminen los tres (3) meses de alta, a que por 
la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se les pague una asignación mensual 
de retiro equivalente al cincuenta por ciento (50%) del monto de las partidas computables 
de que trata el artículo 23 del Decreto 4433 de 2004, por los primeros quince (15) años de 
servicio y un cuatro por ciento (4%) más, por cada año que exceda de los quince (15), hasta 
el ochenta y cinco por ciento (85%), incrementado en un dos por ciento (2%) por cada año 
adicional después de los veinticuatro (24) años de servicio, sin que el total sobrepase el 
noventa y cinco por ciento (95%) de las partidas computables.

Parágrafo. Las condiciones previstas en este artículo para tener derecho a una asigna-
ción de retiro son aplicables al uniformado que sea retirado del servicio activo después de 
quince (15) años de servicio, por llamamiento a calificar servicios, o por mala conducta, o 
por no asistir al servicio por más de cinco (5) días sin causa justificada, o por inasistencia 
al servicio o por voluntad del Gobierno o de la Dirección General de la Policía Nacional, o 
por sobrepasar la edad máxima correspondiente al grado o categoría, o por disminución de 
la capacidad sicofísica, o por incapacidad profesional, o por conducta deficiente.

Artículo 2°. Reconocimiento y liquidación de la pensión de invalidez. Cuando median-
te Acta de Junta Médico-Laboral y/o Tribunal Médico-Laboral de Revisión Militar y de 
Policía, realizada por los organismos médico-laborales militares y de policía, se determine 
al Personal de Oficiales, Suboficiales, Soldados Profesionales y personal vinculado para la 
prestación del servicio militar obligatorio de las Fuerzas Militares y Oficiales, Suboficiales, 
miembros del Nivel Ejecutivo, Agentes y personal vinculado para la prestación del servicio 
militar obligatorio de la Policía Nacional, una disminución de la capacidad laboral igual o 
superior al cincuenta por ciento (50%) ocurrida en servicio activo, tendrán derecho a partir 
de la fecha del retiro o del vencimiento de los tres meses de alta cuando se compute como 
tiempo de servicio, mientras subsista la incapacidad, a que el Tesoro Público, les pague 
una pensión mensual, que será reconocida por el Ministerio de Defensa Nacional o por la 
Dirección General de la Policía Nacional, según el caso, liquidada de conformidad con los 
porcentajes que a continuación se señalan, con fundamento en las partidas computables 
que correspondan, según lo previsto en los Decretos 4433 de 2004 y 1858 de 2012, así:

2.1. El cincuenta por ciento (50%), cuando la disminución de la capacidad laboral sea 
igual o superior al cincuenta por ciento (50%), e inferior al setenta y cinco por ciento (75%).

2.2. El setenta y cinco por ciento (75%), cuando la disminución de la capacidad laboral 
sea igual o superior al setenta y cinco por ciento (75%), e inferior al ochenta y cinco por 
ciento (85%).

2.3. El ochenta y cinco por ciento (85%), cuando la disminución de la capacidad laboral 
sea igual o superior al ochenta y cinco por ciento (85%), e inferior al noventa y cinco por 
ciento (95%).

2.4. El noventa y cinco por ciento (95%) de dichas partidas, cuando la disminución de 
la capacidad laboral sea igual o superior al noventa y cinco por ciento (95%).

Parágrafo 1°. La base de liquidación de la pensión del personal vinculado para la 
prestación del servicio militar obligatorio será el sueldo básico de un Cabo Tercero o su 
equivalente en la Armada Nacional, Fuerza Aérea y Policía Nacional.

Parágrafo 2°. Las pensiones de invalidez del personal de Soldados Profesionales, 
previstas en el Decreto-ley 1793 de 2000, serán reconocidas por el Ministerio de Defensa 
Nacional con cargo al Tesoro Público.

Parágrafo 3°. A partir de la vigencia del presente decreto, cuando el pensionado por 
invalidez requiera el auxilio de otra persona para realizar las funciones elementales de su 
vida, condición ésta que será determinada por los organismos médico-laborales militares y 
de policía del Ministerio de Defensa Nacional, el monto de la mesada pensional se aumen-
tará en un veinticinco por ciento (25%). Para efectos de la sustitución de esta pensión, se 
descontará este porcentaje adicional.

Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las 
demás disposiciones que le sean contrarias.

Comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 24 de junio de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
El Ministro de Defensa Nacional,

Juan Carlos Pinzón Bueno.

Ministerio de Salud y Protección Social

Decretos

DECRETO NÚMERO 1164 DE 2014
(junio 25)

por el cual se dictan disposiciones para acreditar la condición de beneficiario del Régi-
men Contributivo mayor de 18 y menor de 25 años, en el marco de la cobertura familiar.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones constitu-
cionales y legales, en especial, de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la 
Constitución Política y en desarrollo de los artículos 163 de la Ley 100 de 1993 y 119 del 
Decreto-ley 019 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 163 de la Ley 100 de 1993 dispone que “(...) El plan de salud obligato-

rio (...) tendrá cobertura familiar. Para estos efectos, serán beneficiarios del sistema (...) 
los hijos mayores de 18 años con incapacidad permanente o aquellos que tengan menos 
de 25 años, (sean estudiantes con dedicación exclusiva) y dependan económicamente del 
afiliado. (...)”. 

Que la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1065 de 2008 declaró exequible la 
expresión “sean estudiantes con dedicación exclusiva”, contenida en la precitada disposición, 
señalando que esta “(...) armoniza el requisito de dedicación exclusiva al estudio con las 
diferentes modalidades de formación pedagógica. Según esta, el requisito que consagra la 
norma debe ser entendido como la prohibición de adelantar simultáneamente un programa 
educativo autorizado por la ley, cualquiera sea su naturaleza, con actividades laborales 
que reporten ingresos económicos, pues en tal caso la persona tendría la posibilidad de 
contribuir al financiamiento del sistema y efectuar aportes en calidad de cotizante. (...)”. 

Que mediante Decreto-ley 019 de 2012 se dictaron normas para suprimir o reformar 
regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios, existentes en la administración pú-
blica y al tenor de su artículo 119 se previó que la acreditación de los beneficiarios de un 
cotizante, mayores de 18 y menos de 25 años que sean estudiantes con dedicación exclusiva 
a esta actividad, se hará por parte de la correspondiente Entidad Promotora de Salud, con 
fundamento en las bases de datos disponibles que indique para el efecto el Ministerio de 
Salud y Protección Social. 

Que el precitado artículo 119 fue reglamentado mediante Decreto 2685 de 2012, modi-
ficado por el Decreto 916 de 2013, en el que se dispuso como fuente de información para 
la verificación de la calidad de estudiante, la base de datos que para el efecto remita el 
Ministerio de Educación Nacional al Ministerio de Salud y Protección Social. 

Que dicho proceso de verificación requiere de un flujo de información permanente 
y actualizada y en consecuencia, para garantizar la identificación y permanencia de este 
grupo de beneficiarios, se hace necesario fortalecer los instrumentos de verificación de tal 
condición y de actualización de la información que sirve de base para tal efecto, 

DECRETA:
Artículo I. Objeto. El presente decreto tiene por objeto establecer la forma y fuente 

de información que a partir de la entrada en vigencia de este decreto, deberán consultar 
las Entidades Promotoras de Salud para verificar la condición de beneficiario de los hijos 


